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Abstract 
Many reasons can be envisaged lo sel up a 
Common Enviromenlal Poliry in MERCOSUR: 
The enviran mental damages don 't occur into the 
national frontiers, in a common market other 
fundamental principies be affected withoul a 
poliry of that kind; final/y, the Treaty of Asun-
ción prescribes the protection of the environment 
in arder to improve the standard of living of 
the nationals. 
This paper also analyses the basic principies 
of Common Environmental Poliry and suggests 
the instruments lo built it. 
El Tratado de Asunción de 26 de marzo 
de 1991 constituye en la actualidad la pie-
dra angular del proceso integracionista en-
tre los cuatro países subscriptores. Este pro-
ceso tuvo su punto de partida con la firma 
de la Declaración de Iguazú entre Brasil y 
Argentina en noviembre de 1985 1 y daría 
lugar posteriormente al Acta para la Inte-
gración Argentino-Brasileña (1986)2, al Tra-
tado de Integración, Cooperación y Desa-
rrollo (1988)3 y finalmente al Acta de 
Buenos Aires (1990)4 que previó la creación 
de un mercado común entre los dos países 
para el 31 de diciembre de 1994. Ante una 
iniciativa tan importante, los gobiernos de 
Uruguay y Paraguay no podían quedarse 
atras y decidieron adherir así al proyecto. 
El artículo 1º del Tratado de Asunción 
consagra la decisión de los Estados-partes 
de constituir un mercado común en la mis-
ma fecha prevista por el Acta de Buenos 
Aires, mercado común que implica: la libre 
circulación de bienes, servicios y factores 
productivos, el establecimiento de una tari-
fa externa común y de una política comer-
cial común, la coordinación de políticas 
macroeconómicas y sectoriales y la armoni-
zación de legislaciones en las áreas pertinen-
tes. Tal es el objetivo principal y bastante 
ambicioso establecido por el Tratado que 
prevé, durante el período de transición, la 
adopción de ciertos mecanismos: un regi-
men general de origen (anexo II), un siste-
ma de solución de controversias (anexo III) 
y cláusulas de salvaguarda (anexo IV). 
De otra parte son instituídos, a título 
provisional, órganos que tienen por misión 
garantizar la ejecución del Tratado5• No 
existe una organizacwn internacional 
"MERCOSUR", creada por los Estados-
-miembros y dotada de personalidad, con 
poderes y autonomía propia. La supranacio-
nalidad es un concepto extraño, por lo me-
nos hasta ahora, a este proceso integracio-
nista6. El. Tratado de Asunción puede ser 
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considerado, en realidad, como un tratado 
de cooperación7 que será reemplazado por 
otro tratado o, como lo señala Gros Es-
piell8, complementado por uno o varios 
protocolos que determinen la estructura 
institucional definitiva del Mercado Co-
mún del Sur, de acuerdo con lo estipulado 
por el artículo 18. 
La realización de los objetivos de carác-
ter comercial estipulados en el Tratado debe 
obedecer a una finalidad superior que go-
bierna el proceso integracionista subregio-
nal, cual es el mejoramiento de las condi-
ciones de vida de los habitantes de los 
Estados-partes9• La ampliación de los mer-
cados nacionales, mediante la integración, 
figura en el preámbulo del Tratado como 
condición fundamental para la aceleración 
de los procesos de desarrollo económico de 
los países integrantes, con justicia social. Se 
deja claro que tal objetivo debe ser alca'nza-
do, entre otros medios, a través del aprove-
chamiento más eficaz de los recursos dispo-
nibles y de la preservación del medio 
a m bien te10• 
De acuerdo con el artículo 3lnumerales 
1 y 2 de la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados, el preámbulo forma 
con el tratado un solo cuerpo y constituye, 
en consecuencia, un elemento imprescindible 
para su interpretación 11 • La optimización 
de los recursos y la salvaguarda del medio 
ambiente deberán entonces orientar las di-
ferentes acciones gubernamentales para la 
realización de los objetivos del Tratado de 
Asunción. Aparentemente, los gobiernos de 
los Estados contratantes consideraron la po-
sibilidad de substituir los actuales modelos 
económicos de desarrollo por modelos in-
tegrados que, como ya lo señalara Jaro May-
da12, tendrían como fundamento esencial la 
unidad social comprendida como un "eco-
sistema humano". Tales principios estan en 
total consonancia con aquellos establecidos 
en la Declaración de Estocolmo sobre el 
Medio Ambiente Humano (1972)13 y en la 
Declaración de Río sobre Medio Ambiente 
y Desarrollo (1992) 14 • 
De acuerdo con las proposiciones que 
acabamos de enunciar, aun cuando en el 
articulado del Tratado no exista norma al-
guna sobre la armonización de legislaciones 
nacionales relativas a la protección del me-
dio ambiente o sobre el establecimiento de 
una Política Común en esa área, no cabe 
duda que en un futuro próximo serán nece-
sarias acciones en uno de los dos sentidos. 
Basta analizar, como es inevitable cuando 
se estudia un fenómeno integracionista, el 
tratamiento recibido por este tipo de cues-
tiones dentro de las Comunidades Euro-
peas. 
Si bien el Tratado de Roma de 1957, 
constitutivo de la CEE, no contenía previ-
siones referentes a acciones comunitarias en 
materia ambiental, desde 1972 las insti tu-
cienes comunitarias se vieron presionadas 
a adoptar los lineamientos generales de una 
Política Común del medio ambiente. El 
Acto Unico Europeo incluyó en la tercera 
parte del Tratado constitutivo un título 
completo sobre la acción de la Comunidad 
a ese respecto 15 • El Tratado de la Unión 
Europea consagra como una de las políticas 
fundamentales de la Comunidad la protec-
ción al medio ambiente (art. 3º) condicio-
nando expresamente el desarrollo económi-
co al respeto del mismo (art.2º). 
Cario Ri pa di Mean a, miembro de la 
Comisión Europea, destacó como uno de 
los principales elementos de aceleración de 
esta política común la presión ejercida por 
los ciudadanos comunitarios y por los gru-
pos de interés; en su opinión las personas 
están cada día más conscientes que la cali-
dad del medio está vinculada estrechamente 
con la calidad de vida en generaP6• 
Varias son 'las razones que pueden ser 
presentadas pa,ra justificar el establecimento 
de una política común del medio ambiente 
dentro del pro~eso integracionista del Cono 
Sur, considerando la constitución de un 
mercado común para fines de 1994. En este 
artículo nos limitaremos a señalar aquellas 
que por su importancia deben ser destaca-
das (A) y a determinar, tomando como base 
el estudio de la experiencia comunitaria eu-
ropea particularmente, cuales podrían ser 
las principales directrices dentro del contex-
to particular de los Estados-partes y los 
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instrumentos necesarios al desarrollo de di-
cha política común (B). 
A. Justificativos para la implantación de 
una política común ambiental en el 
MERCOSUR. 
Como ya lo manifestara la Comisión de 
Comunidades Europeas 17 múltiples son las 
razones que pueden apoyar el estableci-
miento de una política común de protec-
ción al medio ambiente dentro de un pro-
ceso de integración subregional. Podemos 
destacar, siguiendo en buena parte las orien-
taciones del órgano su pranacional europeo, 
entre otras: el hecho que la polución puede 
afectar varios Estados dentro y fuera de los 
límites de la subregión (1.), los princípios 
esenciales a la constitución de un mercado 
común como la libre circulación de mercan-
cías y la libre competencia entre las empre-
sas pueden verse alterados en caso de adop-
ción de políticas divergentes en este campo 
(2.), el Tratado de Asunción contempla en-
tre sus objetivos principales el mejoramien-
to de las condiciones de vida de los habi-
tantes de la subregión que no puede llevarse 
a cabo sin una protección adecuada al me-
dio ambiente (3.) y finalmente, la actuación 
coordinada de los países en los diferentes 
foros internacionales reforzará su posición 
dentro de la comunidad internacional tor-
nándola lllás activa en estas áreas. 
l. La polución puede afectar más de un 
estado. 
Los accidentes responsables por daños 
ambientales ocurridos en la última década 
certifican por sí solos que la polución am-
biental no se limita a las fronteras de un 
país. Tchernobyl, el accidente de Sandoz 
que contaminó el Rhin, la polución marina 
debida a accidentes de navíos petroleros o 
a acciones deliberadas de guerra - como los 
incendios de pozos pretroleros causados 
por los ejércitos iraquianos al retirarse de 
Kuwait, la degeneración de la camada de 
ozono, para citar algunos hechos, están aún 
presentes en la memoria de la comunidad 
internacional y le recuerdan constantemen-
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te la interdependencia de los Estados en 
materia de protección al medio ambiente. 
En el derecho internacional son famosos 
los casos de polución transfronteriza lleva-
dos a conocimiento de jurisdicciones inter-
nacionales, de comisiones conjuntas y hasta 
de jurisdicciones internas. En el ámbito de 
los países miembros del MERCOSUR un 
problema de éste genero puede presentarse 
en relación con el funcionamiento de la 
termoeléctrica Presidente Médici, comun-
mente conocida c<;>mo Candiota, localizada 
en el Municipio de Bagé en el Estado bra-
sileño de Rio Grande do Sul. 
Desde 1987 han sido realizados varios 
estudios sobre el impacto que la combus-
tión ejecutada en la termoeléctrica puede 
presentar para el medio ambiente, la salud 
humana, la producción agropecuaria, no so-
lamente en las áreas próximas del territorio 
brasileño sino también, y principalmente, 
en el U ruguay18• 
La mayor reserva carbonífera de Brasil se 
encuentra en el yacimiento de candiota, 
donde en 1967 fuera instalada la primera de 
las tres fases de la termoeléctrica Presidente 
Médici (Candiota I). En 1974 esta primera 
usina es reemplazada por la fase A de Can-
diota II, dotada de una chimenea de 150 
metros de altura con precipitadores elec-
trostáticos, doce años después la fase B es 
puesta en servicio, con tecnología más avan-
zada. Los precipitadores tienen por función 
retener las partículas y los iones gaseosos 
resultantes del proceso de combustión del' 
carbón para disminuir la evacuación de 
productos contaminantes. 
El carbón brasileño presenta un alto te-
nor de azufre y cenizas. Un 1% de la ceniza 
escapa de los precipitadores siendo liberada 
en la atmósfera junto con dióxidos de ni-
trógeno y de azufre, monóxido de carbono 
y partículas de carbono en cantidades nada 
despreciables 19 • Según análisis realizados en 
la Universidad Federal de Rio Grande do 
Sul, tales cenizas contienen elementos eco-
tóxicos de diferentes características: "cance-
rígenos (berilio, níquel, cromo y arsénico), 
neurotóxicos (plomo y mercurio), mutagé-
nicos y teratogénicos (uranio) y causantes 
de atrofias óseas (flúor)20". Cuando las ceni-
zas y los óxidos estan en contacto con el 
vapor de agua presente en la atmósfera se 
crea el fenómeno de las lluvias ácidas. El 
viento de la región facilita la dispersión de 
substancias poluentes en toda la zona21 • 
No es dificil imaginar las consecuencias 
nocivas que la existencia de los fenómenos 
a los cuales acabamos de referirnos presen-
tan en una zona cuyas principales activida-
des son la agricultura y la ganadería (parti-
cularmente en el territorio uruguayo). Los 
efectos negativos ya se han dejado sentir en 
las regiones más alejadas de la usina, debido 
a la altura de la chimenea y al fenómeno 
atmosférico de los vientos de la región. Se 
han constatado por ejemplo daños en el 
terreno (la acidez del suelo ha aumentado) 
y la vegetación, en los cursos de agua, des-
gaste en la dentadura de los animales (lo 
que afecta directamente la calidad del euero 
y de la carne), así como un aumento de 
enfermedades del sistema respiratorio y de 
la epidermis en la población. 
Los técnicos brasileños aseguran que los 
niveles de azufre que se encuentran en el 
territorio nacional originarios de la com-
bustión realizada en la usina no violan la 
legislación vigente, además la instalación de 
monitores en las áreas cercanas ha sido de-
bidamente planeada, así como el plantío de 
árboles. No se justifica, en su opinión, la 
inversión en métodos de purificación más 
eficaces cuyo valor es elevado. 
De su parte el Dr. Dámaso Tor considera 
que en un futuro próximo la contamina-
ción transfronteriza podrá afectar de mane-
ra creciente el territorio argentino, cuya po-
sición en relación a la contaminación de los 
cursos de agua es similar a la del Uruguay, 
tal situación no puede ser ignorada pues 
Argentina" ... será una de las dos partes de 
mayor peso en la negociación de los acuer-
dos marco de regulación del medio ambien-
te en el proceso integracionista22". 
Un problema de esta naturaleza tiene 
tanta repercusión que en la Comunidad 
Económica Europea la Comisión presentó 
al Consejo una proposición de directiva 
para introducir una "tasa de energía" con el 
objetivo de limitar las emisiones de dióxido 
de carbono en la atmósfera23 • 
La polución de las aguas del rio Amazo-
nas debida a la utilización indiscriminada 
de mercurio por parte de los buscadores de 
oro brasileños constituye otro ejemplo de 
este tipo de problema y será causa de con-
flictos con países terceros al acuerdo su bre-
gional como Colombia, Perú o Venezuela. 
La adopción de princípios comunes obligato-
rios para los Estados-miembros -preferencial-
mente de carácter preventivo - acompañados 
de mecanismos de carácter supranacional 
seria sin duda alguna ventajosa para los 
habitantes de la región. 
2. La inexistencia de una política común 
en esta área puede afectar otros princípios 
esenciales a un mercado común. 
El establecimiento de princípios comu-
nes dentro del ámbito subregional presenta 
un interés económico indiscutible. Las dife-
rencias en las políticas ambientales de cada 
Estado-parte pueden afectar seriamente la 
constitución de un mercado común. En pri-
mer lugar, porque las medidas tomadas por 
las autoridades nacionales en defensa del 
ambiente- de acuerdo con sus competencias 
- pueden erigirse en barreras para la libre 
circulación de mercancías (a-), princípio 
esencial a ese nivel de integración y, en 
segundo lugar, porque la concur~ncia entre 
las empresas puede verse afectada (falseada) 
en caso de imposición de cargas o de res-
tricciones a sus actividades que varíen extre-
mamente de un país a otro (b-). 
a- Como lo señaláramos anteriormente, 
el artículo 12 del Tratado de Asunción defi-
ne el alcance' del mercado común que los 
países contratantes entienden conformar 
para fines de 1994 y el artículo 5º se ocupa 
de los instrumentos necesarios, durante el 
período de transición, para la realización de 
tal objetivo. El programa de liberación co-
mercial es el primero de dichos instrumen-
tos y se encuentra reglamentado en el Ane-
xo I del Tratado. 
El párrafo inicial del artículo 1 º del Ane-
xo consagra el princípio fundamental del 
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programa de liberación: la eliminación de 
los gravámenes y demás restricciones aplica-
das al comercio recíproco de los Estados-
-partes. La definición de gravámenes y res-
tricciones está prevista en el artículo 2º que 
especifica en relación con las segundas 
" ... No quedan comprendidos en dicho con-
cepto las medidas adoptadas en virtud de 
las situaciones previstas en el art. SO del 
Tratado de Montevideo 198024". Indiscuti-
blemente la norma se inspiró en el artículo 
42 del Acuerdo de Cartagena, cuya redac-
ción fué substituída por el artículo 23 del 
Protocolo de Qyito25, que a su vez tiene su 
fuente en el artículo XX del acuerdo GATT 
"Excepciones Generales". 
Dentro de las situaciones que la norma 
contempla como medidas cuya adopción o 
cumplimiento no pueden ser obstaculiza-
das, se encuentran aquellas destinadas a 
proteger la vida y la salud de las personas, 
de los animales y de los vegetales26 . La re-
dacción de la parte final del art. 2º del 
Anexo I podría dar lugar a considerar tales 
situaciones como reservas de soberania27, 
que por naturaleza y a diferencia de las 
excepciones permitidas a la libre circula-
ción por el artículo XX del Acuerdo General 
no estarían sujetas a ningun control ni lí-
mite. 
No obstante los términos de la disposi-
ción, tomando en cuenta sus antecedentes 
así como los principios propios a la consti-
tución de un mercado común, debemos 
considerar que las hipótesis consagradas en 
el artículo 2º constituyen en realidad excep-
ciones al principio general. Siendo así su 
interpretación deve ser restringida y las me-
didas no podrán ser ni discriminaciones 
arbitrarias, ni restricciones . disfrazadas al 
comercio entre los Estados-partes28 . Fuera 
de lo expuesto, como bien lo señala Estrella 
Faria, de permitirse la existencia de reservas 
de soberanía se llegaría al absurdo de poder 
restringir más facilmente el comercio regio-
nal que el comercio con Estados terceros29 . 
Desafortunadamente, ante la inexisten-
cia de un órgano jurisdiccional supranacio-
nal que garantice la uniformidad en la in-
terpretación de las normas del Tratado, esta 
104 
cuestión podrá recibir un tratamiento dife-
rente en cada uno de los Estados-miembros 
dependiendo del órgano ·nacional que pre-
tenda hacer aplicación de tal princípio. 
En el ámbito de la Comunidad Econó-
mica Europea, el artículo 30 del Tratado de 
Roma prohibe las restricciones cuantitati-
vas y todas las medidas de efecto equivalen-
te que afecten el comercio intra-comunita-
rio. El artículo 36 autoriza los Estados-
-miembros a prohibir o restringir las impor-
taciones, las exportaciones o el tránsito de 
bienes por razones de moral pública, de 
orden público, de seguridad pública, de 
protección de la 'salud y de la vida de per-
sonas y animales o de preservación de vege-
tales, de protección de tesoros nacionales 
con valor artístico, histórico o arqueológico 
y de protección a la propiedad industriaP0• 
La norma establece como condición que 
tales restricciones o prohibiciones no cons-
tituyan ni un medio de discriminación ar-
bitraria, ni una restricción disfrazada al co-
mercio entre los Estados. La Corte de 
Justicia de las Comunidades Europeas 
(CJCE) ha interpretado tal artículo taxati-
vamente sin admitir ninguna posibilidad de 
extensión de las hipótesis allí previstas31 . 
Dos puntos han sido objeto de discusión 
por la doctrina en relación con los artículos 
30 y 36 del Tratado de Roma y la protec-
ción al medio ambiente. El primero consis-
te en saber cuando una medida está desti-
nada a proteger la vida y la salud humana 
o la fauna y la flora, cayendo así bajo el ' 
imperio del artículo 36. El segundo hace 
referencia a la libertad que los Estados-
-miembros tendrían, en ausencia de legisla-
ción comunitária, de fijar un determinado 
grado de protección dentro de sus fronteras 
y tomar las medidas que consideren necesa-
rias para alcanzarlo. 
En cuanto a la primera cuestión, parte 
de la doctrina considera que si bien las 
acciones en favor del medio ambiente pue-
den contribuir a la protección de la salud 
humana, muchas de estas medidas no pue-
den ser consideradas como protectoras de 
la vida y de la salud de las personas, anima-
les o plantas32. Estas últimas no estarían 
entonces cubiertas por el artículo 36. El 
criterio utilizado en la diferenciación de 
esas dos situaciones parecería ser el efecto 
directo de la medida: si ella afecta la pro-
tección de la vida humana, la flora o la 
fauna estará cobijada por la norma, cuando 
no sea este el caso la medida será simple-
mente una medida ambiental y por lo tanto 
no podrá restringir la libre circulación de 
productos33. Sin embargo, como lo veremos 
enseguida, la jurisprudencia del tribunal co-
munitario parece aceptar una interpreta-
ción flexible sobre este asunto. 
En lo que respecta el segundo punto, en 
septiembre de 1988 la CJCE dictó una sen-
tencia en la cual reconoció que la protec-
ción al medio ambiente puede justificar me-
didas restrictivas de la libre circulación de 
bienes34. El gobierno danés había decidido 
implantar un sistema uniforme de envases 
substituibles, prohibió la utilización de, r~­
cipientes metálicos para la cerveza y las be-
bidas gaseosas y estableció que todos los 
demás envases de bebidas debían ser autori-
zados, para lo cual los comerciantes debían 
solicitar una licencia. Solamente· serían ex-
ceptuados de tal obligación los comercian-
tes extranjeros comercializando menos de 
3000 hl de bebidas por año. La Comisión 
de Comunidades Europeas atacó Dinamar-
ca argumentando que tales medidas consti-
tuían una barrera para el comercio y por 
consiguiente debían ser prohibidas como 
contrarias a los princípios que rigen la rea-
lización del mercado interno. 
La Corte reconoció el derecho que todo 
Estado-miembro tiene de fijar el grado de 
protección ambiental que desea para su te-
rritorio, en consecuencia una medida con-
traria a la libre circulación de bienes (al 
artículo 30 CEE) puede justificarse por tales 
motivos. Sin embargo, los Estados-miem-
bros están sujetos al principio de propor-
cionalidad, en otras palabras, no pueden 
recurrir a medidas tan drásticas que se vuel-
van desproporcionadas (excesivas) en rela-
ción con el objetivo final y deben realizar 
esfuerzos para minimizar el efecto que di-
chas medidas tengan sobre la libre circula-
ción de bienes. El Tribunal comunitario 
consideró que el requenmtento de una li-
cencia exigido para comercializar las bebi-
das era excesivo y contrario al artículo 30 
CEE. Este último punto de la decisión im-
plica, como lo señala Kramer, que las con-
sideraciones relativas a la protección del 
medio ambiente que afecten la libre circu-
lación de mercancías sólo vendrán a ser 
autorizadas en la medida en que sean "razo-
nables", lo que equivale a decir que, en caso 
de conflicto, las consideraciones relaciona-
das con la libre circulación prevalecerán 
sobre aquellas relativas a la protección am-
bientaP5. Algunas decisiones de la Corte 
fuera del caso de "Las botellas danesas" se-
ñalarían la tendencia del Tribunal en fallar 
en ese sentiao36. 
La ambiguedad de la decisión de 1988 
crea, para las autoridades nacionales, la 
duda de saber, en ausencia de legislación 
comunitaria, que grado de protección es 
legítimo y que medidas pueden ser conside-
radas necesarias para alcanzar tal objetivo 
sin peligro de ser declaradas contrarias al 
artículo 30 CEE. Parte de la doctrina - cuya 
opinión compartimos - considera que de 
acuerdo a los artículos 100 A (4) y 130 T 37 
los Estados-miembros, en ausencia de reglas 
comunes, son libres de decidir el grado de 
protección que desean imponer em su terri-
torio y tomar las medidas necesarias para 
alcanzarlo. En la medida que esas disposi-
ciones no constituyan discriminaciones ar-
bitrarias ni simples restricciones disfraza-
das al comercio intra-comunitario, no 
podrán ser cuestionadas. Seria imposible de-
clarar que las medidas que depasen un "gra-
do razonable de protección" son contrarias 
al artículo 3038• 
Como vemos, el hecho que, en el ámbito 
comunitario europeo, la protección del me-
die ambiente no sea materia de competen-
cia exclusiva de los órganos supranaciona-
les, puede dar lugar a la expedición de 
medidas nacionales susceptibles de obstaculi-
zar la circulación de productos entre los Es-
tados-miembros, medidas que eventualmente 
pueden ser discriminatorias o restricciones 
disfrazadas al comercio intra-comunitario. 
En este último caso, las instituciones comu-
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nitarias han sido dotadas por los propios 
Estados-miembros de mecanismos, capaces 
de garantizar que los principios fundamen-
tales a la realización de los objetivos estipu-
lados en los tratados constitutivos sean res-
petados. No obstante el trabajo de la 
Comisión y principalmente de la CJCE en 
aras de la uniformidad en la interpretación 
y en la aplicación del Derecho Comunita-
rio, muchas cuestiones continúam a ser 
controvertidas y sin duda necesitarán de un 
mayor desarrollo. 
Ante la inexistencia de tales mecanismos 
dentro del MERCOSUR y sin parámetros 
comunes en esta área, el riesgo que proble-
mas similares se multipliquen sin solución 
podrá poner en peligro las bases de este 
nuevo mercado común. 
b- Otro de los principios fundamentales 
dentro de un mercado común es la garantía 
de competencia libre y leal entre las empre-
sas establecidas al interior de la subregión. 
Tal principio puede verse afectado por la 
existencia de instrumentos legales y admi-
nistrativos dirigidos al control de las activi-
dades industriales, en aras de la protección 
al medio ambiente, en algunos de los Esta-
dos-miembros y su inexistencia o naturaleza 
menos restrictiva en otros. 
En la Comunidad Europea, diversas si-
tuaciones conflictivas en esta área han dado 
origen a varias propuestas por parte de la 
Comisión ante el Consejo de Ministros y 
ante el Parlamento en el sentido de armo-
nizar las disposiciones nacionales para eli-
minar ese tipo de distorsiones. A continua-
ción nos referiremos a dos casos que 
consideramos particularmente ilustrativos. 
La adopción en Alemania de una regla-
mentación en 1991, la ordenanza Toepfer, 
constituye un ejemplo de legislación con 
fines protectores del medio ambiente que 
puede dar lugar a acciones contrarias a la 
libre competencia entre las empresas del 
Mercado Común Europeo39• La ordenanza 
impone a los distribuidores y productores 
la recuperación, la valorización y el reciclaje 
de envases cuando los consumidores los de-
vuelven a los lugares de venta. Según esta 
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reglamentación el productor o el distribui-
dor cumplen sus obligaciones si participan 
de un sistema que asegure la recuperación 
de los envases utilizados. Mas de 500 de los 
mayores productores y distribuidores ale-
manes crearon una sociedad - Duales Sys-
tem Deutschland GmbH "DSD" encargada 
de la recuperación de envases que inició 
amplias campañas publicitarias para la rea-
lización de sus objetivos. Tales esfuerzos 
llevaron a crear la convicción entre el pú-
blico consumidor. de que únicamente los 
productos vinculados al sistema y que pre-
sentan su logotipo (un punto verde) son 
ecológicamente aceptables. 
Como lo señala Patrick Thieffry, para 
muchos productores de otros Estados- -
miembros la colocación del punto verde en 
sus productos constituye una carga suple-
mentaria afectando su competitividad en el 
mercado. La Comisión ha recibido varias 
demandas fundamentadas en las consecuen-
cias negativas que tal situación presenta 
para la libre circulación de mercancías y la 
libre competencia al interior del Mercado 
Común. "La reunión de los principales in-
dustriales y distribuidores alemanes en el 
seno de DSD, así como los esfuerzos de esta 
sociedad para proteger el mercado alemán 
a través de su logo presentan todas las ca-
racterísticas de un acuerdo ("entente") y de 
un abuso de posición dominante prohibi-
dos por los artículos 85 y 86 del Tratado 
CEE40." 
Desde el mes de enero de 1993 una re-' 
glamentación similar está siendo aplicada 
en Francia: el Decreto 92-377 que impone a 
todos los productores e importadores de 
productos comercializados en el mercado 
francés la obligación de valorizar los enva-
ses y embalajes de transporte y de venta. 
Para cumplir con sus obligaciones los pro-
ductores e importadores tienen varias op-
ciones: organizar un sistema de consigna-
ción; recuperar los envases usados en 
puntos específicos aprobados por la admi-
nistración o encargar de tales tareas a una 
sociedad autorizada por la administración. 
La única sociedad autorizada hasta el mo-
mento es "Eco- Emballages SA". El Decreto 
exige la aposición de marcas de identifica-
ción sobre los envases cuya recuperación es 
asegurada por los organismos autorizados, 
siendo en ésto mucho más estricto que la 
ordenanza alemana. La sociedad francesa 
entró en acuerdo con DSD para utilizar el 
punto verde, en una violación evidente de 
las reglas de competencia del Tratado de 
Roma. 
La Comisión ha manifestado frecuente-
mente su simpatía con las iniciativas de las 
empresas encaminadas a mejorar las condi-
ciones del medio ambiente, pero igualmen-
te vigila y garantiza que las mismas no re-
curran a la celebración de acuerdos que 
superen lo necesario para alcanzar tal obje-
tivo afectando la competencia entre ellas. 
Así tuvo ocasión de manifestarlo en el caso 
VOTO B. 
La asociación de seis empresas neerlan-
desas (Verenigning van Onafhankdijke 
Tankopslag Bedrijven- VOTOB)- operado-
res independientes - que ofrece servicios de 
almacenamiento de productos químicos en 
tanques en tierra para terceros, decidió -
después de haber concluído un acuerdo con 
el gobierno en el sentido de mejorar las 
normas ambientales - aumentar los precios 
cobrados por sus miembros en un monto 
fijo y uniforme. Tal aumento estaría desti-
nado a cubrir los costos de la inversión 
necesaria para reducir las emisiones de va-
pores de los tanques de almacenamiento. La 
Comisión consideró talconducta contraria 
al artículo 85 del Tratado CEE por tres 
razones: el aumento es fijo excluyendo la 
competencia relativa a éste elemento; su na-
turaleza uniforme ignora las diferencias 
existentes a nivel de las circunstancias de 
cada miembro individual; finalmente, el au-
mento es cobrado a los clientes de las em-
presas asociadas como un monto distinto 
que surge aparentemente de una exigencia 
del gobierno, cuando en realidad el gobier-
no no hizo ninguna referencia a una obli-
gación de este ti po41 • 
Antes de que la Comisión tomase una 
decisión definitiva en este caso, la VOTOB 
decició renunciar a la aplicación del aumen-
to. La Comisión suspendió el proceso. 
Como lo señala éste órgano comunitário, 
en su XXII Informe sobre la Política de 
Competencia, los costos de la inversión 
"poluidor - pagador" pueden repercutir 
eventualmente en los clientes, haciéndolos 
más conscientes de los problemas ambien-
tales y de sus consecuencias. Sin embargo, 
ellos deben conservar la posibilidad de ne-
gociar condiciones más favorables y enfren-
tar los aumentos de precio. 
3. El establecimiento de una política 
común está previsto en el Tratado. 
En la parte introductoria de este trabajo 
hicimos referencia a las disposiciones con-
sagradas en el preámbulo del Tratado de 
Asunción sobre la obligación, de los Esta-
dos-miembros, de velar por la preservación 
del ambiente como uno de los medios de 
alcanzar el desarrollo económico de los pai-
ses de la subregión, objetivo principal del 
proceso integracionista. Nos permitimos re-
mitir el lector a las consideraciones que allí 
constan, limitándonos a destacar aquí las 
acciones que han sido encaminadas por parte 
de los órganos de ejecución del Tratado. 
El Grupo Mercado Común, consideran-
do la necesidad de analizar las legislaciones 
relativas a la protección ambiental vigentes 
en los Estados-Partes - a fin de concertar sus 
respectivas políticas en esa área -y teniendo 
en cuenta que el tema está siendo tratado 
por varios subgrupos de trabajo (en la me-
dida en que presente relación con las com-
petencias de los mismos), dictó la resolu-
ción n2 22/92. En ella se resuelve crear una 
Reunión Especializada de Medio Ambiente 
que analizará las normas vigentes y propon-
drá recomendaciones al Grupo Mercado 
Común sobre las acciones que considere 
necesarias a los objetivos de preservación 
ambiental, en las diferentes áreas de trabajo. 
Hasta el momento esta Reunión Especiali-
zada no ha tenido lugar, pero la resolución 
constituye una prueba de la preocupación 
de las autoridades del Tratado con estas 
cuestiones. 
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B. Principios e instrumentos de una 
política· común del medio ambiente 
en el MERCOSUR. 
Hemos visto algunos de los principales 
fundamentos a favor de la implantación de 
una política común de protección al medio 
ambiente dentro del proceso integracionista 
del MERCOSUR; en esta segunda parte del 
trabajo nos proponemos analizar los prin-
cipios que deberían - a nuestro entender y 
de acuerdo con las experiencias existentes -
inspirar tal política (1.), así como los ins-
trumentos que podrían ser utilizados para 
su desarrollo y perfeccionamento (2.). 
Como base de tal análisis tomaremos la 
evolución de la política común del medio 
ambiente en el seno del proceso de integra-
ción europeo, que acaba de ganar relevancia 
con la firma del Tratado de Maastricht. 
Q¡eremos destacar las dificultades que ese 
fenómeno ha presentado en Europa y con 
las cuales los Estados miembros del MER-
COSUR podrán eventualmente confrontar-
-se, siendo obligados a darles pronta solu-
ción, so pena de retardar aún más la 
conformación de este nuevo mercado co-
mún. 
l. Prindpios fundamentales de una política 
común de protección ambiental. 
Si los principios básicos de la Política 
ambiental de las Comunidades Europeas, 
que rigen la actuación de los órganos supra-
nacionales y deben ser obedecidos por las 
autoridades nacionales, han sido confirma-
dos desde 1973 (año del primer programa 
de acción en este campo) la jerarquía entre 
ellos ha sufrido algunas alteraciones. Tales 
cambios obedecen a la evolución del proce-
so integracionista como un todo, en parti-
cular. a la expansión económica resultado 
del perfeccionamiento del mercado interno 
y a las implicaciones que esta ha presentado 
para el medio ambiente. 
Efectivamente, como bien lo señalara la 
Comisión42, la Comunidad pasó de dar 
preeminencia a las acciones "curativas" para 
concentrar sus esfuerzos en programas de . 
tipo preventivo. El Tercer programa de ac-
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ción en el ámbito del medio ambiente pre-
sentado por la Comisión en 1983 establecía 
que la política común debía encaminarse a 
evitar la creación de poluciones o de daños, 
acentuando así su carácter preventivo, y des-
tacaba la necesidad de que ella acompañase 
el progreso económico y social. Como ya 
señalaramos en la introducción, un nuevo 
impulso fué dado por el Acto Único que 
incluyó dentro del texto del Tratado CEE 
un título completo sobre la protección al 
medio ambiente (Thulo VII). 
El título VII fué modificado por el Tra-
tado de la U niót} Europea4\ el texto actual 
del artículo 130 R consagra, en su segundo 
parágrafo, como objetivo esencial de la po-
lítica común la búsqueda de un grado de 
protección elevado, tomando en considera-
ción la diversidad de situaciones existentes 
en las regiones que integran la Comunidad. 
Esa misma disposición señala los principios 
fundamentales de la acción comunitaria: la 
precaución y la acción preventiva (a-); la 
corrección, prioritariamente en la fuente 
(b ), de los daños causados al medio ambien-
te y el principio del "poluidor - pagador" 
(e-). Por su parte, la Comisión ha manifes-
tado continuamente la convicción sobre la 
necesidad de emitir normas estrictas de pro-
tección, que obedezcan a la preocupación 
creciente de los consumidores en relación a 
los temas ecológicos44 • 
Tales principios, que reflejan la evolu-
ción de la comunidad internacional hacia 
una conscientización sobre los problemas' 
ambientales y la responsabilidad que todos 
los gobiernos tienen en garantizar una me-
jor calidad de vida para sus pueblos, pueden 
ser adoptados dentro del proceso de confor-
mación del MERCOSUR, al establecer pro-
• , 45 gramas y accwnes comunes en esta area . 
No obstante, dependerá en buena parte (por 
no decir totalmente) de la voluntad política 
de los países comprometidos en la constitu-
ción del mercado común, que estos princi-
pios dejen de ser meras formulaciones teó-
ricas y pasen a tener una aplicación eficaz. 
Este problema ya ha sido planteado en Eu-
ropa, donde el proceso integracionista cuen-
ta con un amplio aparato institucional des-
tinado al desarrollo y ejecución de dichos 
fundamentos 46• Las autoridades nacionales 
directamente encargadas de la conducción de 
las negociaciones dentro del MERCOSUR 
deben ser conscientes de ello y tomar cono-
cimiento de los obstáculos y problemas que 
se han presentado dentro del proceso euro-
peo para evitar cometer errores similares. 
a- De acuerdo con el principio de precau-
ción y de la acción preventiva, el desarrollo 
económico y social debe ser realizado de tal 
manera que los problemas ambientales pue-
dan ser evitados. Actualmente no se discute 
el hecho de que el costo de la prevención 
de daños ambientales es mucho menor que 
el de la interrupción de los mismos o de su 
reparación, cuando ésta es áun posible. Este 
principio implica para la Comunidad y los 
países-miembros el deber de integrar dentro 
de las otras políticas y acciones comunes, 
desarrolladas dentro del proceso de integra-
ción con miras a su perfeccionamiento, la 
protección del medio ambiente. Como lo 
señala la Comisión "las medidas para pro-
teger el medio ambiente nunca darán resul-
tado si se tienen en cuenta aisladamente47". 
Dentro del proceso integracionista del 
MERCOSUR parece que ésta posición está 
siendo adoptada en el seno de los diferentes 
subgrupos de trabajo encargados del estu-
dio y elaboración de normas comunes o de 
armonización de las legislaciones existen-
tes48. 
Las medidas tomadas últimamente por 
las autoridades comunitárias están encami-
nadas a garantizar la realización del "desar-
rollo sostenible", o sea el acomodar la acti-
vidad económica y social a lo que la tierra 
pueda soportar. El principio de la preven-
ción adquirió una importancia primordial 
con la firma del Tratado de Maastricht y la 
publicación del quinto programa de acción 
sobre el medio ambiente, en febrero y abril 
de 1992 respectivamente, sin embargo, ya 
desde julio de 1988 un instrumento busca-
ría darle plena vigencia dentro del territorio 
comunitario: la directiva de la Comunidad 
relativa a la evaluación del impacto am-
biental. Tal directiva está destinada a ser 
implementada por las autoridades naciona-
les y aplicada particularmente en ciertos 
sectores: agricultura, industria petrolífera, 
energía, transporte, desarrollo regional y tu-
rismo. La evaluación tiene dos finalidades 
primordiales: identificar los efectos que un 
proyecto presenta sobre la población, la fau-
na, la flora, el medio ambiente en general 
y analizar las interacciones de todos esos 
factores tomando en consideración los va-
lores materiales y la herencia cultural49 • La 
participación del público está prevista 
como un instrumento coadyuvante del es-
tudio realizado por las autoridades respec-
tivas, razón por la cual la directiva comuni-
taria destaca la importancia de dar 
publicidad e información suficiente a tales 
análisis50• 
Dentro de las legislaciones ambientales 
vigentes en los países del Cono Sur se des-
taca la brasileña. La Ley n2 6938, de 31 de 
agosto de 1981, sobre la política nacional 
del medio ambiente, prevé entre sus instru-
mentos fundamentales: la evaluación del 
impacto ambiental y la concesión de licen-
cias y revisión de actividades efectivas o 
potencialmente poluidoras51 • 
El estudio del impacto ambiental está 
reglamentado por la Resolución n2 001/86 
del Consejo Nacional del Medio Ambiente, 
considerada satisfactoria. Sin embargo, el 
sistema presenta varias deficiencias entre las 
cuales cabe destacar: en primer lugar, el 
hecho de que la ejecución de los estudios 
de impacto ambiental es realizada de mane-
ra parcial, para em prendimen tos aislados y 
no para programas estragéticos goberna-
mentales y de largo plazo y, en segundo 
lugar, la poca· partipación popular dentro 
de dichos estudios, que constituye la mejor 
manera de suplir la ausencia de padrones 
integrales de evaluación52• 
La a·udiencia pública prevista en la legis-
lación brasileña para discutir los Relatorios 
de Impacto Ambiental (RIMA) debería ser, 
en la opinión de los técniéos en estas áreas, 
perfeccionada para garantizar una partici-
pación efectiva de la comunidad afectada 
por el emprendimiento de que se trate. Una 
amplia publicidad, el estímulo a la participa-
ción de la opinión pública en varias audien-
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cias entre las partes interesadas, a lo largo 
del proceso de planeación, emprendimiento 
e incluso con posterioridad al otorgamiento 
de la licencia, consistirían instrumentos efi-
cientes de educación y conscientización po-
pular sobre el impacto ambiental53 • 
Las disposiciones previstas en las leyes 
brasileñas podrían servir de base a la elabo-
ración de medidas similares en el ámbito 
del MERCOSUR, con las reformas necesa-
rias fundamentadas en el estudio de las re-
glamentaciones comparadas y de los siste-
mas de aplicación existentes en los otros 
países-miembros, a fin de garantizar, en la 
medida de lo posible, su eficacia. 
Otros instrumentos jurídicos, originados 
en el quinto programa comunitario de ac-
ción por el medio ambiente, estrechamente 
vinculados a la efectividad del principio de 
la prevención de los daños ambientales y de 
la realización del desarrollo sostenible son: 
la posibilidad para los productores de colo-
car sobre sus productos un logotipo, la 
"Eco-etiqueta", derecho que será acordado 
por un organismo del Estado-miembro na-
cional en consideración a los resultados 
ecológicos globales a lo largo de su activi-
dad económica y el derecho de colocar un 
logo, el "Eco-audit" (denominación france-
sa), sobre los documentos comerciales 
(prospectos y folletos, encabezamientos en 
papelería y publicidad en general). Este úl-
timo, consistiría en un instrumento de or-
ganización interna y un indicador del suce-
so ecológico de las actividades de la 
empresa destinado a los accionistas, asegu-
radores, financiadores, autoridades públicas 
y al público en generaP4• Como vemos, el 
objetivo principal perseguido por estos ins-
trumentos es el de mejorar el sistema de 
información de los consumidores sobre el 
impacto ambiental de los productos que 
ellos adquieren. 
No podemos dejar de señalar que nume-
rosas directivas y decisiones han sido emi-
tidas por los órganos comunitários destina-
das a prevenir daños ambientales, como por 
ejemplo la decisión que instituye un siste-
ma de información para la prevención de 
la polución marina por hidrocarburos5S, o 
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todas aquellas que se ocupan de la conser-
vación del patrimonio natural así como de 
la seguridad en la realización de actividades 
nucleares. 
b - El principio de la corrección priori-
tariamente en la fuente de daños ambienta-
les es el fundamento de la "acción curativa" 
que la Comunidad viene desarrollando des-
de el establecimiento del primer programa 
de acción común en esta área. Más de dos-
cientos actos legislativos han sido emitidos 
para tratar de reparar los daños causados 
por las actividades industriales y sociales al 
medio ambiente, que han sido considera-
bles en el continente europeo, e igualmente 
atenuar los efectos nocivos de la polución 
industrial sobre otras actividades económi-
cas. Las medidas abarcan la contaminación 
atmosférica, de las aguas, del suelo, la ges-
tión de resíduos, las normas de productos, 
la reducción de los niveles de ruido y la 
protección de la naturaleza en general. Po-
demos destacar aquí las medidas tomadas 
para evitar la polución por amianto56, des-
tinada a limitar el daño causado atacándo 
el problema en la fuente y no tentando 
darle solución separadamente, en cada sec-
tor. 
Como lo señala Nicolas Moussis57, la 
Comunidad al actuar debe hacerlo a un 
nivel adecuado, o sea, que para cada polu-
ción que se quiere combatir es necesario 
determinar el nivel de acción mejor adapta-
do a la naturaleza de la polución y a la zona 
geográfica que se desee proteger. Así enton-
ces las medidas podrán ser tomadas a nivel 
local, regional, nacional, comunitario o in-
ternacional según el caso. Serán realizadas 
acciones comunitárias únicamente cuando 
a ese nivel la eficacia de las medidas sea 
mayor. Esta orientación está de acuerdo con 
un principio integrado dentro del nuevo 
Tratado de la Unión Europea: la subsidia-
riedad 58 • El peligro de elevar tal principio 
al rango de principio institucional, no sólo 
en el área de protección ambiental sino en 
relación con el proceso integracionista en 
general, ya ha sido resaltado por algunos 
autores 59• 
Cabe destacar aquí la influencia de la 
Comunidad a nivel internacional. Siendo el 
mayor mercado único y el grupo comercial 
más importante del mundo, la Comunidad 
se encuentra en una situación privilegiada 
para marcar la pauta en el establecimiento 
y aplicación de normas dirigidas a garanti-
zar el desarrollo sostenible, el respeto y pro-
tección del medio ambiente. En la Declara-
ción de los jefes de Estado y de Gobierno, 
presentada en Dublin en junio de 1990, 
consta: "Reconocemos nuestra especial res-
ponsabilidad en cuanto al medio ambiente, 
tanto ante nuestros propios ciudadanos 
como ante el resto del mundo. Nos compro-
metemos a intensificar nuestro esfuerzo 
para proteger y mejorar el entorno natural 
de la comunidad y del mundo del que for-
ma parte. Entendemos que la actuación de 
la Comunidad y sus Estados-Miembros 
debe desarrollarse de forma coordinada,·· b~­
sándose en los principios de desarrollo sos-
tenible y actuación preventiva y profilácti-
ca ... La Comunidad debe hacer un uso más 
eficaz de su posición de autoridad moral, 
económica y política para impulsar el es-
fuerzo internacional por solucionar los pro-
blemas mundiales y fomentar el desarrollo 
sostenible ... 60". 
Las acciones comunes destinadas a corre-
gir los daños causados por actividades polui-
doras están íntimamente ligadas al principio 
del poluidor - pagador que examinaremos a 
continuación, por lo cual no nos extende-
remos en este punto. 
e - De acuerdo con el principio del po-
luidor-pagador, los gastos vinculados a la 
lucha contra la polución, así como aquellos 
provenientes de la reparación de los daños 
ambientales resultantes de una actividad in-
dustrial le correspoden al poluidor. Dentro 
de la legislación brasileña se prevé como 
uno de los objetivos de*la Política Nacional 
del medio ambiente la imposición al polui-
dor y al predador de la obligación de recu-
perar e/o indemnizar los daños causados 
por su actividad61 • 
La Comisión de las Comunidades Euro-
peas considera poluidor aquel que degrada 
directa o indirectamente el ambiente o crea 
condiciones que lleven a su degración. U na 
definición en el mismo sentido, bastante 
genérica y criticable por su vaguedad62, está 
consagrada igualmente en las disposiciones 
brasileñas (art. 32 IV de la Ley 6938). 
De conformidad con este principio han 
sido tomadas medidas de diversa naturaleza 
y otras están siendo estudiadas, particular-
mente desde la expedición del quinto pro-
grama comunitario de acción en pro del 
medio ambiente. Pueden ser destacados los 
esfuerzos realizados por los órganos comu-
nitarios la traducción del principio en tér-
minos de responsabilidad civil. Así por 
ejemplo, el 12 de septiembre de 1989 la 
Comisión publicó una proposición de di-
rectiva sobre la responsabilidad de daños 
causados por los desechos con el objetivo 
de armonizar las legislaciones de los Esta-
dos-miembros, imponiendo una responsabi-
lidad estricta respecto de los daños corpo-
rales y patrimoniales, así como de los 
ataques causados por tales productos al me-
dio ambiente. El principal responsable sería 
el productor, considerado de manera am-
plia por las disposiciones63 • El quinto pro-
grama prevé la extensión de la responsabi-
lidad civil a todos los ti pos de perjuicios al 
medio ambiente. La responsabilidad civil 
debe constituir un elemento esencial de la 
política común, como es el caso en los Es-
tados U nidos. 
En el mismo sentido la Comisión consi-
dera que la adopción de medidas fiscales, 
las "Eco-tasas" o "Eco-impuestos" podrían 
servir progresivamente a desestimular la po-
lución en la fuente o a animar la utilización 
de procedimientos de producción confor-
mes a la protección ambiental. Estas medi-
das pueden también ejercer, según los tér-
minos del órgano comunitário, una 
influencia considerable sobre los hábitos de 
comportamiento y consumo de los indivi-
duos dentro de la región64 • Lamentablemen-
te la efectiva aplicación de éstos últimos 
mecanismos está aún lejos de ser una reali-
dad, debido a la fuerte oposición de las 
industrias comunitarias afectadas por ella 
que ven su implantación como un obstáculo 
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para hacer frente a la competencia extranje-
ra. Medidas similares e instrumentos desti-
nados a garantizar su eficacia a nivel regio-
nal podrían ser estudiadas por los actuales 
órganos encargados de la ejecución del Tra-
tado de Asunción y por los subgrupos de 
trabajo con miras a su futura implantación 
dentro del MERCOSUR. 
2. Instrumentos para la implantación, 
desarrollo y perfeccionamiento de una 
política común del medio ambiente. 
Esta última parte de nuestro trabajo es-
tará dedicada a un breve análisis del papel 
esencial que órganos comunitarios desem-
peñan en el establecimiento y desarrollo de 
una política común de protección al medio 
ambiente (a-), así como de los instrumentos 
jurídicos empleados por tales instituciones 
en el desempeño de sus funciones (b-). Nos 
concentraremos un vez más en la experien-
cia comunitária europea, actualmente la 
más avanzada, por no decir la única que 
existe, en este campo. 
a- Los órganos comunitários han sido los 
responsables por la implantación, desarrol-
lo y perfeccionamiento de la política co-
mún del medio ambiente. La actuación de 
la Comisión ha sido vital en esta área. El 
trabajo desempeñado por esta institución se 
encuentra en la base de los programas de 
acción común de protección al medio am-
biente. Son cinco los programas adoptados 
hasta hoy: el primero presentado en 1973 y 
el segundo en 1977 estaban orientados a dar 
solución a los graves problemas de contami-
nación existentes en el territorio comunita-
rio; el tercero, de 1983, definió una estrate-
gia global y preventiva de protección 
ambiental y de los recursos naturales, mu-
dando de esta forma la orientación de la 
acción comunitaria; el cuarto programa, pre-
sentado en 1987, confirmó esa orientación 
e hizo de la política del medio ambiente un 
elemento esencial de cualquier política eco-
nómica y social; en el quinto programa la 
Comisión deja clara su preocupación frente 
al boom económico resultante del perfec-
cionamento del mercado interno y a las 
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consecuencias nocivas que pueden presen-
tarse en el ámbito de la protección ambien-
tal (en su relatorio sobre el estado del me-
dio ambiente es constatada una mayor 
degradación del mismo). 
La Comisión resiente igualmente, en este 
último programa, la necesidad de imponer 
un cambio en los hábitos de consumo y en 
el comportamiento de todos los miembros 
de la sociedad, tendientes a crear una res-
ponsabilidad compartida. Para llevar a cabo 
tal objetivo, el órgano comunitario prevé la 
institucionalización de una vasta gama de 
instrumentos integrados dirigida a crear 
una interacción' entre los gobiernos de los 
Estados-miembros, las industrias, los prin-
cipales sectores económicos y el público en 
general65. 
El Tratado de Maastricht no se limitó a 
consagrar nuevos principios y a completar 
los existentes, sino que creó mecanismos 
generales que facilitan la adopción de nue-
vas medidas por parte del Consejo, de la 
Comisión y del Parlamento (que es vincula-
do estrechamente al proceso de decisión) 
dando una mayor autonomía a la Comuni-
dad en relación con los Estados-miembros 
y garantizando el ejercício de la supranacio-
nalidad con miras a la constitución futura 
de una verdadera Unión Europea, "en la 
que las decisiones serán tomadas al nivel 
más próximo posible de los ciudadanos66". 
Así, el nuevo artículo 130 S 1 institucio-
naliza el voto a la mayoría calificada dentro 
del Consejo y el procedimiento legislativo 
de la "cooperación" - previsto en el artículo 
189 e -en la adopción de acciones destina-
das a la realización de los objetivos de la 
polítjca común contenidos en el artículo 
130 R. Es fundamental en ese procedimien-
to la participación del Parlamento Europeo. 
El numeral 2 de la misma disposición exige 
la unanimidad para la adopción de ciertas 
medidas particulares. 
Es de lamentar, como lo destaca Patrick 
Thieffry, que el Tratado no haya acordado 
a la política ambiental común el beneficio 
del procedimiento de "codecisión" consa-
grado en el artículo 189 B. El numeral 3 del 
artículo 130 S prevé que sean adoptados de 
acuerdo con tal procedimiento únicamente 
los programas generales de protección al 
medio ambiente. La "codecisión" confiere al 
Parlamento poderes mucho más amplios, 
en la toma de decisiones, que aquellos que 
él posee gracias a la "cooperación". En efec-
to, gracias al artículo 189 B, el Parlamento 
llega a disponer, en la práctica, de un poder 
decisorio equiparable al del Consejo, que 
hasta entonces era la máxima instancia de-
cisoria dentro del sistema comunitário67. 
La Corte de Justicia de las Comunidades 
Europeas ha ejercido sus poderes de guar-
diana del orden jurídico-comunitário, ga-
rantizando la interpretación y la aplicación 
uniforme del conjunto de disposiciones ju-
rídicas de la política común de protección 
al medio ambiente. La jurisprudencia del 
tribunal Comunitario ha permitido el me-
joramiento de las disposiciones existentes, 
así como la adopción de nuevas medítlas 
adaptadas a las realidades de una región en 
constante mutación. La actuación de la Corte, 
en muchos casos solicitada por los otros or-
ganismos comunitarios, principalmente el 
Parlamento y la Comisión, ha forzado los 
Estados-miembros a someterse a las disposi-
ciones de protección ambiental en vigor68 . 
Las autoridades de los Estados miembros 
integrantes del MERCOSUR deberán tener 
en cuenta esa experiencia cuando entren a 
definir la estructura institucional definitiva 
del mercado común, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 18 del Tratado de 
Asunción. La existencia de autoridades su-
pranacionales, dotadas de plena autonomía 
de actuación, constituye una garantía del 
progreso de un proceso integracionista, fun-
damentado en un orden jurídico propio 
cuya aplicación e interpretación uniforme 
debe ser asegurada. 
b- El instrumento jurídico empleado de 
manera privilegiada, en el area de la protec-
ción ambiental, por las autoridades comu-
nitarias europeas ha sido la directiva. Este 
es, a diferencia del reglamento, el instru-
mento esencial de armonización a nivel co-
munitario69. No debemos olvidar que la po-
lítica ambiental es una de las áreas en que 
la Comunidad no tiene atribuciones exclu-
sivas, sino que concorre con los Estados-
-miembros. 
El efecto directo ha sido reconocido en 
favor de las disposiciones claras y comple-
tas de las directivas, lo que trae como con-
secuencia que los ciudadanos comunitarios 
puedan hacer valer los derechos, que las 
normas supranacionales les reconocen, ante 
las autoridades nacionales70. 
Varios estudios doctrinarios, así como 
los relatorios de la Comisión sobre la reali-
zación de la política común del medio am-
biente, han demonstrado las dificultades 
que la implementacion de las disposiciones 
de las directivas comunitarias enfrenta por 
parte de las autoridades nacionales. Richard 
Macrory señala fundamentalmente tres: La 
falta por parte del Estado-miembro de co-
municar a la Comisión la legislación nacio-
nal y las medidas de otro tipo implementa-
do los instrumentos comunitarios de que se 
trate; la incompleta o incorrecta transposi-
ción de las obligaciones comunitarias en el 
derecho nacional y finalmente la falta de 
ejecutar en la práctica las obligaciones co-
munitarias, independientemente del estado 
de evolución del derecho nacionaF 1• 
Las dos primeras categorías, destacadas 
por el autor, están relacionadas con los as-
pectos formales de la obligación de imple-
mentación de las disposiciones comunitá-
rias, la tercera y más importante constituye 
el incumplimiento esencial del compromi-
so del Estado, representando el mayor obs-
táculo al avance y perfeccionamiento de un 
política común en esta área. 
Los órganos su pranacionales europeos 
no han dejado de realizar esfuerzos eil el 
sentido de forzar los Estados-miembros a 
cumplir con la's obligaciones que adquirie-
ron al adherir al movimiento integracionis-
ta, pero hasta ahora se enfrentan con la 
oposición de las autoridades nacionales 
(particularmente a nivel local y regional) a 
someterse a decisiones que emanan del ejer-
cício de poderes que superan los conceptos 
tradicionales de la soberanía estatal. 
Los medios tradicionales instituidos por 
el Tratado de Roma para actuar frente a 
un incumplimiento de esta naturaleza estan 
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concentrados en las acciones que la Comi-
sión puede ejercer de conformidad con el 
artículo 169. Este procedimiento presenta 
tres fases: ·la primera consiste en comunicar 
al Estado, mediante una carta formal, la 
situación de incumplimiento en que se en-
cuentra, con la finalidad de que por propia 
iniciativa se someta a las disposiciones su-
pranacionales; posteriormente si el Estado 
no ha modificado su conducta, la Comi-
sión emite una "Opinión fundamentada" 
sobre la manera em que el Estado deve im-
plementar la directiva; si el Estado, en el 
periodo establecido en dicha opinión, no 
ha obedecido las determinaciones de la Co-
misión, esta someterá el caso a conocimien-
to de la Corte de Justicia. En principio las 
decisiones del tribunal Comunitario son 
obligatorias, no obstante la práctica ha de-
mostrado que depende mucho de la volun-
tad del Estado el cumplimiento de las sen-
tencias, ante la falta de medios coercitivos 
por parte de la Comunidad a éste fin. El 
Tratado de Maastricht, teniendo en cuenta 
tal situación, extendió las facultades de la 
Corte. En el futuro, mediante propuesta de 
la Comisión, el órgano jurisdiccional co-
munitario podrá imponer sanciones pecu-
niarias a los Estados-miembros que hayan 
violado el Derecho Comunitario o no 
hayan tomado las medidas necesarias a la 
ejecución, de sus sentencias. 
El articulo 170 CEE otorga a los Estados-
-miembros la posibilidad de acudir ante la 
CJCE para exigir el cumplimiento de una 
obligación de otro Estado, sin embargo tal 
posibilitad es raramente utilizada debido a 
las implicaciones políticas que tal actuación 
puede acarrear para el Estado que ejerce la 
acción y porque, en general, todos los Estados 
tienen algo que reprocharse en materia de 
cumplimiento de las obligaciones para con la 
Comunidad y lo último que desean es encon-
trarse más tarde en la misma situación. 
El Parlamento Europeo ha adoptado nu-
merosas resoluciones, principalmente desde 
1990, con la finalidad de facilitar a las ins-
tituciones de la Comunidad el control de 
la aplicación de las normas supranacionales 
en al ámbito interno de cada uno de los 
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Estados-miembros. De otra parte, la Comi-
sión somete a sua consideración informes 
anuales sobre ese mismo aspecto. Tales ac-
tividades están dirigidas a garantizar la efi-
cacia del orden jurídico supranacional, sin 
la cual es imposible realizar los objetivos 
generales del proceso integracionista. 
Dos son los órganos encargados por el 
Tratado de Asunción de velar por la ejecu-
ción de sus disposiciones. El Consejo Mer-
cado Común y el Grupo Mercado Común 
están autorizados/a tomar todas las medidas 
que consideren necesarias al cumplimiento 
de esta misión. Las decisiones del Consejo 
están destinadas, sin ninguna duda, a repre-
sentar un papel primordial en el establecí-
mento y perfeccionamiento de una política 
común de protección al medio ambiente. 
Actualmente no debe dudarse de la fuer-
za vinculante que, para los países del MER-
COSUR, revisten estos instrumentos. Sin 
embargo, sería aconsejable institucionalizar 
su publicación en un órgano de divulgación 
propio del proceso de integración, garanti-
zando de manera uniforme su publicación 
inmediata en el territorio de la subregión, 
a ejemplo de lo que sucede en las Comuni-
dades Europeas y en el Pacto Andino, don-
de todas las medidas de carácter jurídico 
adoptadas por los órganos comunitarios 
son publicadas en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas y en la Gazeta Ofi-
cial del Acuerdo de Cartagena respectiva-
mente. 
La incorporación de estas medidas den-
tro del orden jurídico de los Estados-miem-
bros debe estar acompañada del reconoci-
miento de la primacía de las mismas frente 
a las disposiciones contenidas en la legisla-
ción nacional. Si las normas jurídicas con-
sagradas en decisiones emanadas de órganos 
encargados de velar por la realización de un 
proceso de integración pueden ser deroga-
das por leyes nacionales posteriores, los 
fundame'!Hos mismos del MERCOSUR es-
tarán gravemente comprometidos. 
La institucionalización de un órgano de 
carácter jurisdiccional, con poderes sufi-
cientes para asegurar el cÜmplimiento y la 
interpretación uniforme de las normas bá-
sicas de éste nuevo derecho que está en 
nacimiento, es una necesidad urgente si 
queremos la realización de un mercado co-
mún en el Cono Sur. 
Pero la participación de la opinión pú-
blica es esencial en el área de la política 
ambiental. Sin la conscientización de la so-
ciedad sobre su papel en la conservación del 
medio ambiente, el establecimiento, la rea-
lización efectiva de una política común y 
su evolución son imposibles. Así se ha cons-
tatado en Europa, donde "la opinión públi-
ca galvanizó los gobiernos y la Comunidad 
a considerar el ambiente como una priori-
dad política de alto nivef2". La sociedad 
ejerce permanentemente presión sobre el 
Parlamento Europeo para la expedición de 
normas cada vez más estrictas de protección 
ambiental. Este órgano, como ya vimos, se 
vió extender en el Tratado de Maastricht 
sus poderes de participación en el proceso 
decisional comunitario. La Comisión esti-
mula los ciudadanos europeos a informar o 
presentar reclamos sobre la negligencia de 
las empresas en tomar medidas preventivas 
de daños ambientales, o sobre la efectiva 
realización de perjuicios de ese tipo. Tales 
quejas y reclamos están a la base de numero-
sas investigaciones y acciones de la Comisión. 
Por todo lo anterior vemos que la infor-
mación de los individuos, la realización de 
programas de educación orientados a que to-
men consciencia sobre la importancia de estas 
cuestiones y sobre el impacto que ellas revis-
ten para el mejoramiento del nivel de vida, 
son esenciales en la consecución de los obje-
tivos perseguidos por el Tratado de Asunción. 
Notas 
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peración Económica (PICE) que pretendía promover 
la creación de un espacio económico común mediante 
el establecimiento de un programa de liberación inte-
gral del intercambio recíproco. 
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estudio realizado por Thieffry Patrick, "Les nouveaux 
instruments juridiques de la polítique communitaire de l'en-
1Jironnement, le Traité de l'Union Européenne e le cinquieme 
programme communautaire d'action pour l'en11ironne-
ment", en Revue Trimestrielle de Droit Europeen, Vol. 
28 (4), octobre/decembre, 1992. 
40 Thieffry Patrick, op. cit nota 31. 
41 Comisión de las Comunidades Europeas, "XXII Re-
latorio sobre a Política de Concorrencia 1992", Bruselas, 
Servicio de Publicaciones Oficiales de las Comunida-
des Europeas, 1993, ps. 106-108. 
42 Comisión de las Comunidades Europeas, "La Comu-
nidad Europea y la protección del medio ambiente", cit. p.4. 
43 Título II, artículo G, parte D, 38. 
44 Comisión de las Comunidades Europeas, "La conta-
minación no conoce frontera.f'', Bruselas, Servicio de Pu-
blicaciones Oficiales de las Comunidades Europeas, 
1991, p. 6. Igualmente en "A política de ambiente na 
Comunidade Européia", op. cit., ps. 8 e 9. 
45 Como ya lo señalaramos, las disposiciones en el 
preámbulo del Tratado denotan la preocupación por 
parte de los gobiernos de los Estados-miembros así 
como su conformidad a los principios consagrados en 
la Declaración de Río de Janeiro sobre medio ambiente 
y desarrollo. 
46 Así lo señalan Smith Jr. y Hunter: " ... it can doubted 
whether these principies will have anything more than 
política! significance. Even in that domain, they have 
become more shibboleths than policies for action, sin-
ce they are at best vague generalizations, and are not 
well suited to strict legal application. For example, 
with respect to the 'polluter pays' principie, determi-
ning who exactly is the polluter may be difficult. Is it 
the person who creates a product, the production of 
which results in pollution? Is it the person who uses 
the product, intidentally causing sorne environmental 
harm? Or is it the person who disposes of the waste 
and releases that waste into the environment? Even if 
the polluter can be determined, creating a legal regime 
to ensure that the polluter 'pays may be no easy task'. 
Smith Jr. Turner y Hunter Roszell D., "Tbe European 
Community Environmental Legal System" in European 
Community Deskbook, Washington D.C.: Environ· 
mentalo Law Institute, 1992, ps. 13 y 14. 
47 Comisión de las Comunidades Europeas, "La conta-
minación no conoce frontera.!", op. cit., p. 5. 
48 Así lo pone de presente la Resolución nº 22/92 del 
Grupo Mercado Común. 
49 Comisión de las Comunidades Europeas, ''A política 
de ambiente na Comunidade Européia", op. cit., p. 8. 
50 En materia de información al público vale la pena 
destacar la adopción, en junio de 1990, de una direc-
tiva relativa a la libertad de acceso a la información en 
materia de medio ambiente, publicada en el Diario 
Oficial de las Comunidades nº L 158/56, de 23 de junio 
de 1990. El objetivo de este instrumento comunitario 
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